


 
 

 
 

 
 

 
 

 

 

 
 

 
 

 

 

 

 

 
 

 



 
 

  

 

 

 

 
 

  
  
  

 

 

 
 

Sobre el cumplimiento del principio de subsidiariedad 
 
Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política y los artículos 5º, 6º y 8º del Decreto 
2591 de 1991, la acción de tutela es un mecanismo de defensa judicial, subsidiario y sumario, al que 
puede acudir cualquier persona cuando sus derechos fundamentales resulten vulnerados o amenazados 
por la acción u omisión en que incurra cualquier autoridad o un particular, esto último, en los casos 
específicamente previstos por el Legislador.   

 
Debido al carácter subsidiario de la tutela, esta procede en dos situaciones: (i) cuando en el 
ordenamiento jurídico no existan otros mecanismos de defensa judicial, idóneos y eficaces, para la 
protección de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados; y (ii) cuando, a 
pesar de su existencia, el accionante se encuentra expuesto a la consumación de un perjuicio 
irremediable, evento en el cual, en principio, el amparo sería de carácter transitorio.  

 
En contraste, la tutela es improcedente cuando existen otros medios de defensa judicial, idóneos y 
eficaces, y no exista la posibilidad de consumación de un perjuicio irremediable. Lo anterior, 
entendiendo que el mecanismo judicial resulta idóneo cuando (i) se encuentre regulado para resolver 
la controversia judicial y (ii) permita la protección de las garantías superiores. La eficacia se relaciona 
con la oportunidad de esta protección. 
 
Frente a este asunto la Corte Constitucional se ha pronunciado al respecto, mediante sentencia C  132 
de 2018:  

 



hecho creadas por actos u omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un derecho 
fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo 
susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, 
tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a 
circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda 
sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien 
lesiona su derecho fundamental.  De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal 
acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho 
transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable entendido éste último como aquél que tan sólo puede resarcirse en su 

 
 
En ese sentido, la acción de tutela no puede converger con vías judiciales diversas por cuanto no es un 
mecanismo que sea factible de elegir según la discrecionalidad de la accionante, con el objeto de 
esquivar el que de modo específico ha regulado la ley, pues no se da la concurrencia entre este y la 
acción de tutela porque siempre prevalece la acción ordinaria. 
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